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SALA SEGUNDA

Sección Tercera

EXCMOS. SEÑORES;

Don Francisco Rubio Llorente

Don Eugenio Dfaz Eimil

Don José Luis de los Mozos

0 0398299

Recurso núm. 2893/90

ASUNTO: Recurso de amparo

promovido por don Alberto Ra-

fae l  Va l l s .

CONTRA: Sent,encias de la Sec-

ción Primera de 1a Sala de l-o

Penal de 1a Audiencia Nacional

de 29 de abr i l  de L988,  y  de

la Sala Segunda del Trlbunal

Supremo de 30 de octubre de

1990,  sobre del i to  monetar lo .

y de los Mozos

La Sección ha exarninado el recurso de amparo lnter-

puesto por don Alberto Rafel Va11s

r. Ai$TECEDENTE$

1.- Doña Ana Marla Ruiz de Velasco y del Valle, Procu-

radora de los Tribunales, en nombre y representación de don A1-

berto Rafael Val1s, mediante escrito presentado en eI registro

de este Tribunal eI dfa L4 de diciembre de L990, interpuso re-

curso de amparo contra las Sentencias de la Sección Primera de

Ia Sala de 1o Penal de la Audiencia Nacional de 29 de abri l  de
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1988,  y  de la  Sala Segunda

tubre de 1990,  sobre del i to

del Tribunal Supremo

monetario.

de 30 de oc-

2. -  La demanda se basa,  €r r  s fntes is ,  en los s lgu lentes

hechos:

A) Por Sentencia de la Sección Primera de la Sala de

1o Penal de 1a Audiencia Nacional de 29 de abri l  de 1988, s€

condenó al recurrent,e por un delito monetario continuado de

evasión de capitales, a la pena de cuarenta y cuatro mll lones

de pesetas de multa o cuatro meses de arresto supletorio en

caso de impago (por apli-cacj-ón de l-a Ley 40/79), y t,res meses

de arresto mayor y ocho mil lones de pesetas de multa o un mes

de arresto sustitutorio en caso de impago (por aplicación de la

Ley  Orgán ica  L0 /L983) .

B) Contra Ia anterior Sentencia se interpuso por el

demandante recurso de casación por quebrantamiento de forma e

infracción de ley, que fue desestimado por Sentencia de la Sala

Segunda del Tribunal Supremo de 30 de octubre de 1990.

3.-  Est ima eI  recurrente en pr imer  término,  eué la

Sentencia del Tribunal Supremo vulnera e1 derecho a l-a tutela
jud lc ia l  e fect iva del  ar t .  24.L C.E.  por  fa l - ta  de mot ivac ión

que justi f ique l-a desestimación de los diferentes motivos

casacionales invocados, j-mputándose también dicha conculcación

a Ia Sentencia de la Audiencia Nacional, al no razonar en modo

alguno cual haya sido l-a prueba valorada eu€, a través del

oportuno proceso deductivo, Ie ha permit ido l Iegar a Ia cal l f i-

cacj-ón jurfdica de los hechos y, subsiguientemente, a Ia conde-

na del demandante.

En segundo lugar, s€ aduce que las Sentencias impugna-

das l-esj-onan eI derecho a 1a presunción de inocencia garantíza-

do en eI  ar t , .  24.2 C.8. ,  For  basar  la  condena en hechos gue no
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son de cargo, habiendo sido contradichos por documentos y de-

claraciones obrantes en aut,os.

También alega el demandante que se ha vulnerado el de-

recho a un proceso con todas las garantfas, consagrado en e1

ar t .  24.2 C.E.  a l  no respetar  las resoluc iones recurr idas los
pr inc ip ios de legal idad (ar t .  25.L C.E.  ) ,  y  de i r re t roact , iv idad

de Ia ley penal no favorable, ya que se sanclonaron con arreglo

a la J-ey 40/L979 hechos comet,idos bajo la vigencia de l-a Ley de

24 de noviembre de 1938, más favorable que l-a anterior. Y ade-

más,por  desest imar  Ia  prescr ipc ión invocada,  y  ap l lcarse la

f j-gura de1 deli to continuado t ipif icada en eI art. 69 bis del

Códigro Penal a actuaciones realizadas en t lempos anteriores a

su conf igurac ión lega1.

Finalmente, se invoca l-a infracción del principio de

igualdad en Ia  apl icac ión de la  ley del -  ar t .  L4 C.8. ,  d l  apI1-

carse por Ia Sala Segunda deI Tribunal Supremo criterios abso-

lutamente dispares de los uti l izados por la misma SaIa en su-

puestos anteriores sustancialmente idénticos aI que era objeto

de enJuiciamiento en la Sentencia impugnada.

En virtud de 1o expuesto, suplica que se dict,e Senten-

cia otorgando e1 anparo, declarándose la nulidad de las Senten-

c ias impugnadas,  y  a tenor  del  ar t .  56 de la  LOTC sol ic i ta  la

suspensión de la  e jecución de 1as mismas.

4. Mediante providencia de la Seccj-ón Tercera de 22 de

abr i l -  de 1991,  se puso de mani f iesto aI  recurrente y  a1 Min is-

t,erio Fiscal Ia posible concurrencla de las causas de inadmi-

sión del apart,ado a) del art. 50 . 1- en relación con el

ar t .44.2,ambos de Ia  LOTC, y  la  de l  apar tado c)  de l -  c i tado ar t .

50.1, otorgándoles un plazo común de diez dfas para formular

a legaciones.

En escrito presentado el 2L de mayo, €1 recurrente
adujo que e1 recurso de amparo se habfa formulado dent,ro de
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plazo,  pues la  Sentencia de casación se le  not i f icó e l  19 de

noviembre de 1990 y el recurso se presentó el t4 de diciembre,

aportando eI dia 7 de junio cert i f icación de la fecha de noti-

f lcación. En cuanto al- contenido constitucional de la demanda

se reit,era en sus alegaciones hechas.

El Ministerio Fiscal presentó eI 2t de mayo sus alega-

ciones, señalando que concurrfa la causa de inadmisión del

apar tado c)  de l  ar t .  50.1 de la  LOTC, pero no fa  del  apar tado

a) del citado precepto. Asl, manif iesta que no ha habido vulne-

rac ión del  ar t , .  24.L C.E.  por  Ia  Sentencia del  Tr ibunal  Supremo

que desest,ima cada motivo de casación de manera mot,ivada y ra-

zonada.

Tampoco señala el- Minj-sterio Fiscal, ha exist, j-do vio-

lación del derecho a 1a presunción de inocencia, pues ha habido

p rueba  de  ca rgo ,  Í l i  de l  a r t .  24 .2  y  25 .L  C .E . ,  ya  que  po r  l - os

órganos judiciales se razona y fundamenta la normatj-va aplica-

ble por eI carácter de defito continuado, asf como la so1uclón

que dan a la retroact, ividad y a la prescripción, y que eI del-1-

Lo contlnuado es una f igura jurfdica penal de apllcaclón ante-

rior en el t iempo a su especff ica regulación 1ega1, sin que por

ot ra par te se haya les ionado eI  ar t .  L4 C.E. .  porque las reso-

luciones aportadas como términos de comparación no son

sustancialmente idénticas aI diferir en el supuesto fáctico de

cada una.

II. FUNDAIVIENTOS .JURIDICOS

L.- Examinadas las alegaciones del Ministerio Fiscal y

del recurrente en amparo evacuadas en eI trámite conferido af

efecto, debe confirmarse la concurrencia de Ia causa de inadmi-

s ión prev ls t ,a  en e l  ar t .  50.1 c)  de la  LOTC que fue puesta de

manif iesto en nuestra providencia de 22 de abrj- l  de 1991, no
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asf, sin embargo, ld de1 apartado a) del menclonado precepto,

pues la demanda de amparo se formuló dent,ro del plazo prevlsto

en eL ar t .  44.2 de la  LOTC.,como se der lva de la  cer t l f lcac lón

de la fecha de not, i f icación de Ia Sentencia de casación aporta-

da por  e l  recurrente.

En primer lugar, s€ imputa a las Sentencias lmpugnadas

falta de motivación,lo que vulnerarfa el derecho a la tutela
jud i c ia l  e fec t i va  ga ran t i zado  en  e l  a r t .  24 .L  C .E .  S i  b len  es

c ler to  que e l  ar t .  120.3 C.8. ,  gue no enuncia derecho fundamen-

tal alguno, impone la obligación judicial de motivar las Sen-

tencias, rro 1o es menos que desde Ia perspectiva del derecho a

la tutela judicial, como derecho a obtener una decisión funda-

da en Derecho, no es exigible una pormenorizada respuesta a to-

das  1as  a legac iones  de  l as  pa r tes  (SSTC 56 / t987 ,  L92 /  1987  y

L46 /  1990 ,  en t re  o t ras ) ,  bas ta  con  que  e l  j uzgador  exp rese  Ias

razones jurfdicas en que se apoya para adoptar su decislón sin

entrar a debatir cada uno de los preceptos o razones jurfdicas

alegadas por 1a parte.

Pues bien, €rr la Sentencia de la Audiencia Naci-ona1

se explicita eI razonamient,o deductivo que a partir de la prue-

ba practicada l leva a Ia conclusión de l-a comisión del deli to

monetario por eI recurrente en anparo, y €D la Sentencj-a de la

Sala Segunda del Tribunal Supremo, d€ una manera y razonable,

se desestj-man 1os motivos de casación lnvocados, por 1o que no

ha exist ido la vulneración pretendida.

2.- Tampoco ha resultado lesionado eI derecho a la

presunción de lnocencia consagrado en e l  ar t .  24.2 C.8. ,  ya que

ha habido una act, ividad probatoria de cargo pract, icada con las

garantfas legales, como las declaraclones deI acusado ante la

pol ic fa ,  €1 Juez de Inst rucc ión y  en e l  acto del  ju ic io  ora l ,  y

las de los otros coprocesados, asf como la documental. Y en 1o

que realmente discrepa eI demendante, es con Ia valoración

efectuada de Ias pruebas practicadas, que es competencj-a exclu-

s i va  de  l os  , Jueces  y  T r i buna les  (a r t .  L t1  .3  C .E .  )
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Igual suerte t iene que correr Ia pretendida vulnera-

ción del derecho a un proceso con todas las garantlas (art.

24 .2  C .E . ) ,  y  de l  p r i nc i p i o  de  l ega l i dad  pena l  ( a r t .  25 .L

C.E. ) .  Las Sentencias impugnadas part iendo de que nos encontra-

mos ante un dell t ,o cont, inuado, aplican de manera razonada 1a

Ley 40/L979, de 10 de diciembre, sobre Réglmen Jurfdlco de Con-

trol de Cambios a hechos cometidos bajo la vigencla de l-a Ley

de 24 de novÍembre de l-938, por ser aquél- l-a más beneficlosd,

teniendo presente Ia mayor penalidad prevj-sta en principlo en

la 1ey de 1938, y además, €f del i to continuado se consuma con

la últ ima acción, y por est.e argumento t,ambién se rechaza 1a

prescrj-pción invocada, y como se ha reiterado por este Tribunal

(SSTC L52 /L987 ,  255 /L988 ,  83 /L989  y  L57 /L990 ,  en t re  o t r as ) ,  I a

apreclación de Ia prescripción como causa ext, int iva de la res-
ponsabil idad penal es una cuestión de mera legalidad que co-

rresponde decidir a los t,r ibunales ordinarios y que carece de

relevancia consti-tucional .

A la misma concl-usión hay que l legar respecto a la

aplicación de 1a f igura de1 deli to continuado de1 art. 69 bis

del Código Penal a hechos anteriores a dicha fecha, pues era

aplicado por los órganos judiclales antes de su configuraclón

legal, habiendo señalado este Tribunal en la STC 89/t983, que

Ia ut, i l ización del deli to continuado ant,es de regularse legal-

mente, rro vulnera el principio de legalldad penal, slno que es

un uso que el- ,Juez hace de su libertad de criterio en l-a apli-

cación de 1a Iey, teniendo en cuenta además, eu€ en el presente

caso los hechos imputados se siguieron cometiendo después de la

regulación legal de dicha f igura jurfdica.

Sin que por otra part,e,por 1a Sala Segunda del Tribu-

nal Supremo se haya infringido el derecho de igualdad en Ia

apl icac ión de la  ley (ar t .  t4  C,  E.  )  a I  apar t ,arse

inmotivadament,e de Ia doctrlna mantenida en otros supuestos, ya

que los términos de comparacj-ón aportados, consistentes en dos

Sentencias de Ia cit ,ada Sala no son adecuados, pues dj-f Íeren en



ffiffiffi
TRIEUNAL

CONSTITUCIONAL
.f,a'ST}'l:#T.f¡l

¡¡l-

é'6
o
@

E

o
a
rÉ

I

0 0398305

los supuestos fácticos, y Ia doctrina que se enuncia en las
mismas se aplica a unos determinados casos concretos,pero no
iguales al supuesto objeto de Ia Sentencia recurrida.

En virtud de todo 1o expuest,o, la Sección en apIlca-

c ión del -  ar t .  50.1 c)  de la  LOTC, acuerda Ia  inadmis ión del
presente recurso de amparo y el archivo de las actuaciones.

Madrid, dieclsiete de junio de mil novecientos noventa

y uno.


